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Resumen 
La estabilidad laboral reforzada, es una garantía constitucional generada para grupos 
poblaciones específicos, sobre circunstancias laborales claramente identificadas, tal y como 
sucede en el caso del fuero de protección a la mujer en estado de embarazo, o del trabajador 
sindicalizado. La naturaleza del fuero laboral, descansa en una situación de vulnerabilidad a 
la que se expone quien se acoge a un fuero, siendo ello el punto de partida, para plantear la 
necesidad de que se reconozca en términos generales, un fuero laboral a la persona próxima 
a adquirir el estatus pensional. El objeto del actual documento, descansa precisamente en la 
argumentación de esta afirmación, para lo cual se acude al análisis de figuras 
necesariamente relacionadas como lo es la del retén social, la cual protege a los 
trabajadores del sector público próximos a ser pensionados, y que se puedan ver afectados 
por una renovación de una entidad pública. Sobre el análisis de las normas y jurisprudencia 
que desarrolla este mecanismo de protección laboral, el documento identifica la evolución 
que, sobre todo en la jurisprudencia constitucional, ha tenido tanto este tema, para 
consolidar en la actualidad un mejor panorama de protección a los pre-pensionados, 
extensible a los trabajadores del sector público, aunque, se considera que, para solidificar 
este panorama, la Corte Constitucional debería considerar la existencia de un fuero laboral 
para las personas pre-pensionadas, que protegiera de manera generalizada a todos los 
trabajadores en Colombia. 
Palabras claves: Derechos fundamentales, principios constitucionales, garantías 
prestacionales, régimen pensional, retén social, pre-pensionados. 
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Abstract 
The reinforced labor stability is a constitutional guarantee generated for specific population 
groups, on clearly identified labor circumstances, as happens in the case of the protection of 
women in pregnancy, or unionized worker. The nature of the labor law, rests in a situation 
of vulnerability to which is exposed who takes refuge in a jurisdiction, this being the 
starting point, to raise the need to be recognized in general terms, a labor forum to the next 
person to acquire pension status. The object of the present document rests precisely on the 
argument of this statement, for which purpose the analysis of necessarily related figures 
such as the social catchment, which protects public sector workers close to being 
pensioners, and they may be affected by a renewal of a public entity. On the analysis of the 
rules and jurisprudence developed by this labor protection mechanism, the document 
identifies the evolution that, especially in constitutional jurisprudence, has had this issue, to 
consolidate at present a better panorama of protection to the pensioners, extendable to 
workers in the public sector, although it is considered that, to solidify this panorama, the 
Constitutional Court should consider the existence of a labor privilege for pre-pensioners, 
which would protect all workers in Colombia in a generalized manner. 
Keywords: Fundamental rights, constitutional principles, benefit guarantees, pension 
regime, social security, pre-pensioners. 
 Sumario 
Introducción 
1. Caracterización, naturaleza y fines del retén social en Colombia 
1.1. La reestructuración del Estado colombiano a través de la Ley 790 de 2002 y la 
configuración del retén social 
1.2. Extensión del concepto de retén social por su naturaleza y fines, a otros tipos de 
trabajadores 
2. ¿Es diferente la condición de pre-pensionado a la de retén social? 
3. El derecho a la estabilidad laboral reforzada de las personas próximas a adquirir el 
estatus pensional 
3.1. La estabilidad laboral reforzada de las personas próximas a adquirir el estatus de 
pensionados, más allá de las reglas del retén social 
Conclusiones 
Bibliografía 
 Introducción 
La Constitución Política de 1991, estableció la garantía de una serie de derechos y 
principios de orden superior, los cuales van en la búsqueda de la promoción y el goce 
efectivo que se debe tener de los derechos fundamentales, sociales, económicos y 
colectivos en distintos ámbitos. Dentro de estos derechos, se identifican una serie de 
derechos en materia laboral, a su vez definidos como derechos de carácter prestacional o 
económico (Nogueira, 2009, p. 150). 
El grueso de estos derechos referenciados, hacen eco de una serie de prerrogativas 
dimensionadas en la categoría de irrenunciables o inalienables, como resulta del acceso a 
una pensión (Castillo, 2006, p. 114). En consecuencia, del mandato constitucional superior 
y, jurisprudencia que lo desarrolla, el interés del Constituyente se decanta en el logro de un 
sistema de reconocimiento de derechos prestacionales, con alcance universal y solidario 
(Botero, 2016, p. 71). 
Lo anterior, bien se podría estudiar para múltiples situaciones en las cuales se 
encuentra la realidad en la que muchos pensionados en Colombia, los cuales tienen 
dificultades al final de su etapa productiva para acceder a una pensión, como sucede en lo 
puntual en el caso de las personas próximas a ser pensionadas, y que son desvinculados de 
su trabajo sobre la aplicación de normas que regulan el mercado laboral (Santamaría, 
Steiner, Botero, Martínez y Millán, 2010), siendo esta la situación que estructuralmente se 
preténde analizar, en la propuesta investigativa que se presenta. 
La investigación parte por identificar que, la Corte Constitucional en prolongada 
jurisprudencia emitida sobre todo desde 2004, ha salido avante de la defensa del fuero 
especial de las personas pre-pensionadas en Colombia. En este sentido, el argumento 
constitucional esgrimido para el caso establece la condición de especial protección 
constitucional que merecen las personas próximas a pensionarse, lo cual deriva en un 
derecho de estabilidad laboral reforzada para unos casos concretos (Romero, 2011, pp. 46-
47). 
De lo anterior se desprende el objeto de investigación que persigue el actual 
documento, en el cual se discute respecto a las dos posiciones que se encuentran en el 
análisis jurisprudencial, que de una parte pone la posición sentada por la Corte 
Constitucional antes comentada, y la del Consejo de Estado que ha formulado restricciones 
frente a la comprensión de estas situaciones, al considerar diferencias entre la condición de 
pre-pensionado de la carrera administrativa, y el retén social (Quinche, 2009, pp. 302-312) 
El choque de trenes referenciado se propone como una de las discusiones centrales a 
agotar en el desarrollo del documento, toda vez que se encuentra que, es una discusión 
jurídica pertinente para la lectura holística del problema central del documento, que es a 
saber, la manera como se brinda una protección jurídica en Colombia, a las personas pre-
pensionadas, a tenor de la armonía entre las leyes vigentes en materia pensional y los 
principios prestacionales constitucionales. 
1. Caracterización, naturaleza y fines del retén social en Colombia 
Como se mencionaba en párrafos anteriores, al parecer existe una diferencia jurídico-
conceptual para diferenciar la condición de pre-pensionado, con la de retén social 
(Restrepo, 2017). Reconociendo esta posible ruptura, lo primero que se debe hacer en aras 
de generar un desarrollo del tema propuesto, es entrar a categorizar lo que se comprende 
jurídicamente como retén social, y la manera como el mismo aplica a los casos de las 
personas próximas a pensionarse. 
Con el fin de establecer este marco referencial, a continuación, se entra a estudiar la 
manera como se configura normativamente este retén social, para lo cual se debe ir 
necesariamente a los casos de restructuración organizativa de la administración pública, en 
el entendido que este es un concepto formulado bajo este escenario, aunque los 
pronunciamientos constitucionales no descartan su aplicación al caso de los trabajadores 
del sector privado, como más adelante se explica.  
1.1. La reestructuración del Estado colombiano a través de la Ley 790 de 2002 y la 
configuración del retén social 
Por medio de la Ley 790 de 2002, se definieron las disposiciones tendientes a adelantar el 
programa de renovación de la administración pública en Colombia (Penagos, 2003), la cual 
establece el reconocimiento económico para la rehabilitación profesional y técnica de la 
persona retirada del cargo (artículo 8), su cotización a una entidad promotora de salud 
(artículo 9) y, protección especial (artículo 12), en medidas que fueron a su vez 
reglamentadas por el Decreto 190 de 2003. Respecto a esta última condición de protección 
especial, la norma textualmente señala lo siguiente: 
De conformidad con la reglamentación que establezca el Gobierno Nacional, no 
podrán ser retirados del servicio en el desarrollo del Programa de Renovación de la 
Administración Pública las madres cabeza de familia sin alternativa económica, las 
personas con limitación física, mental, visual o auditiva, y los servidores que cumplan 
con la totalidad de los requisitos, edad y tiempo de servicio, para disfrutar de su 
pensión de jubilación o de vejez en el término de tres (3) años contados a partir de la 
promulgación de la presente ley. (Ley 790 de 2002, artículo 12) 
Sobre este último elemento mencionado, a saber, la condición en la cual una persona 
se encuentra próxima a adquirir el estatus pensional por el cumplimiento de los requisitos 
contemplados en la ley de edad y tiempo de servicio, en un término no superior a los tres 
años, es que se configura el concepto de retén social (Díaz y Atehortúa, 2006, p. 191). En 
este sentido, el retén social, no se puede identificar como una condición que está 
expresamente señalada en una norma, sino que la misma corresponde a una expresión 
institucionalizada, para hacer referencia al mecanismo de protección ante los avatares de la 
reforma a la administración pública, con el fin de proteger los derechos laborales de las 
personas próximas a pensionarse. 
Esta primera aproximación al concepto de retén social prevé, una delimitación muy 
específica respecto a su aplicabilidad, entendiendo que este se establece sobre un tipo de 
trabajador o servidor público en particular, a tenor de unas condiciones específicas 
(Caicedo, 2014, p. 142). La limitación que se comenta es luego superada por 
pronunciamientos constitucionales, sobre la base de la comprensión de una desarmonía 
entre esta configuración del mecanismo, y una variedad de principios y fundamentos 
consagrados en el texto constitucional, generando con ello un tránsito en la concepción del 
retén social, como se explica en la siguiente sección del documento. 
1.2. Extensión del concepto de retén social por su naturaleza y fines, a otros tipos de 
trabajadores 
En el acuñamiento institucional hecho sobre el retén social por la Corte 
Constitucional, desde la Sentencia C-991 de 2004, parte del reconocimiento de este como 
un mecanismo por medio de la cual se genera una carta de garantía, para el reconocimiento 
de derechos laborales a personas desvinculadas de la administración pública, y con cercanía 
a adquirir el estatus pensional. Sin embargo, en la discusión jurisprudencial dada al 
respecto, se ha establecido que el mismo no es un mecanismo de uso exclusivo de los 
trabajadores y servidores públicos que son parte de la reforma a nivel ejecutivo del Estado, 
sino que se extiende a otras situaciones, conforme a la aplicación de distintas prerrogativas 
constitucionales: 
(…) el retén social, como uno de los mecanismos para proteger la estabilidad laboral 
reforzada, si bien se basa en la ley y la jurisprudencia constitucional, no es menos 
cierto que su origen se desprende de los principios relativos al derecho a la igualdad, a 
la seguridad social y dignidad, entre otros, consagrados en la Constitución Política. Es 
decir, se trata del reconocimiento de derechos fundamentales y, por lo mismo, debe 
cobijar a todos los ciudadanos en general. De otro lado es preciso señalar que, aunque 
la Ley 790 de 2002 institucionalizó la reestructuración y el retén social para la Rama 
Ejecutiva del nivel central, se ha venido aplicando a otros entes y a servidores de 
carrera, en provisionalidad y de libre nombramiento y remoción, en un término de 3 
años. (Corte Constitucional, Sentencia T-638 de 2016) 
Como lo presenta la sentencia citada, existe una condición de extensión de ese primer 
escenario de garantía laboral diseñado para un grupo específico de trabajadores y servidores 
públicos, que en la actualidad logra una extensión a un mayor número de trabajadores, en 
atención a lo que se define como la naturaleza jurídica de la figura comentada. En este 
orden de ideas, se establece que el retén social es un mecanismo institucionalizado de 
protección laboral de un grupo de trabajadores, cuya naturaleza debe ser definida por el 
reconocimiento que logra de los fines constitucionales del Estado Social de derecho. 
En relación con estos fines, se puede establecer, como lo ha dicho la misma 
jurisprudencia constitucional que, en el marco del reconocimiento de los derechos de las 
personas próximas a pensionarse, se debe dar reconocimiento para diversas situaciones de 
los artículos 13, 42, 43, 44 y 48 de la Constitución Política, en disposiciones que son 
relativas tanto a la igualdad de trato entre los administrados, como del goce de una 
seguridad social (Duque y Quintero, 2014). Considera la Corte que existe en tanto una 
supra-legalidad de lo dispuesto para un grupo preciso de trabajadores, que se extiende por 
extensión del derecho, a otros trabajadores: 
Aunque la protección laboral reforzada que el legislador otorgó a aquellas personas 
que se encontraban en las condiciones descritas por el artículo 12 de la ley 790 de 
2002, se circunscribió en su momento, a aquellos trabajadores que eventualmente 
pudieran verse afectados en desarrollo del programa de renovación de la 
administración pública, la Corte Constitucional ha sentenciado que dicha protección, es 
de origen supralegal, que se desprende no solamente de lo dispuesto en el artículo 13 
de la Constitución que establece la obligación estatal de velar por la igualdad real y 
efectiva de los grupos tradicionalmente discriminados y de proteger a las personas en 
circunstancias de debilidad manifiesta, sino de los artículos 42, 43, 44 y 48 superiores; 
se trata en consecuencia de una aplicación concreta de las aludidas garantías 
constitucionales que están llamadas a producir sus efectos cuando quiera que el 
ejercicio de los derecho fundamentales de estos sujetos de especial protección pueda 
llegar a verse conculcado. En suma, la implementación de este tipo de medidas 
responde a imperativos constitucionales que se desprenden de los artículos 13, 42, 43 y 
44 superiores, entre otros, y que constituyen en sí mismos fines esenciales en el Estado 
Social de Derecho (Corte Constitucional, Sentencia C-795 de 2009) 
En este orden de ideas, el retén social tiene un fin jurídico, el cual descansa en la 
protección de la persona frente ante una situación que pone en riesgo, a parte de los 
derechos previamente invocados, el mínimo vital de la persona y su familia. El Alto 
Tribunal insiste en diferentes sentencias que, frente a una situación como esta, la persona 
queda al arbitrio de un mercado laboral en el cual, por su avanzada edad productiva, es muy 
reducida la probabilidad para ser de nuevo contratado, para poder finalizar con su ciclo 
productivo de vida. 
La Sentencia T-638 de 2016 es clave para comprender cómo esta medida de garantía 
laboral diseñada en principio para un grupo de trabajadores de la administración pública es 
extensiva a trabajadores de la misma en provisionalidad o en cargos de libre nombramiento 
y remoción (Valdés, 2009, pp. 131-132), como también a trabajadores del sector privado, 
todo, en atención a los preceptos constitucionales que establecen el derecho a la igualdad, al 
trabajo y a la seguridad social. Como lo señala la sentencia en comento, aunque no exista 
una norma que taxativamente señale que existe un retén social que cobije al trabajador del 
sector privado, este es extensible a estos en atención a los fundamentos y pilares 
constitucionales que inciden en la promoción de esta garantía laboral. 
2. ¿Es diferente la condición de pre-pensionado a la de retén social? 
Con lo expuesto hasta el momento se podría inferir que, la mención del concepto de 
retén social puede ser homologada con la condición de pre-pensionado, sin embargo, esta 
comparación conduce a discusiones jurídicas por las cuales se plantean que se tratan de dos 
acepciones diferentes. Este es el caso de la jurisprudencia del Consejo de Estado, por medio 
de la cual se plantea en términos generales que, el retén social es una figura creada por la 
Ley 790 de 2002, mientras que la figura de pre-pensionado deriva de la protección 
constitucional a grupos vulnerables: 
(…) es importante precisar que el máximo tribunal constitucional ha reiterado que no 
se debe confundir la figura del retén social con la condición de prepensionado 
ostentada por un trabajador; mientras la primera se creó mediante la Ley 790 de 2002 
para evitar la desvinculación de las personas que estuvieran cercanas a adquirir el 
estatus pensional cuando se adelantara el programa de renovación pública de la Rama 
Ejecutiva del poder público, la segunda se deriva de los mandatos constitucionales de 
protección a grupos vulnerables.  
Por lo tanto, no puede concluirse que la estabilidad de aquellos, cerca de pensionarse 
se limita a los eventos de renovación pública. Sobre el particular aquel ha sostenido 
que el retén social es apenas uno de los mecanismos de protección de las personas 
próximas a obtener la pensión. (Consejo de Estado, Sentencia radicado 66001-23-33-
000-2016-00877-01). 
 Esta diferenciación hecha en procura de limitar las acciones judiciales que 
manifiestan el desconocimiento del retén social como mecanismos de protección laboral, 
limita la interpretación constitucional que en la actualidad se mantiene sobre esta 
condición, con todo y que esta Corporación, cite la jurisprudencia del Alto Tribunal 
Constitucional. Es este último tribunal el que ha salido avante en la defensa de los derechos 
próximos a adquirir el estatus pensional, que no se debe ver reducido tan solo a la 
condición que prospera en la Ley 790 de 2002, sino que es una prerrogativa que se puede 
ver extendida a un mayor grupo de trabajadores. Sobre la claridad de los pre-pensionados, 
la Corte señala en Sentencia T-357 de 2016: 
(…) la condición de prepensionado, como sujeto de especial protección, no necesita 
que la persona que alega pertenecer a dicho grupo poblacional se encuentre en el 
supuesto de hecho propio de la liquidación de una entidad estatal y cobija incluso a los 
trabajadores del sector privado que se encuentren próximos a cumplir los requisitos 
para acceder a una pensión por lo que puede decirse que tiene la condición de 
prepensionable toda persona con contrato de trabajo que le falten tres (3) o menos años 
para reunir los requisitos de edad y tiempo de servicio o semanas de cotización para 
obtener el disfrute de la pensión de jubilación o vejez. 
 En todo caso, a pesar de haberse superado el contexto de la renovación de la 
administración pública como requisito para ser considerado sujeto de especial 
protección constitucional en el caso de los prepensionados, la Corte ha protegido los 
derechos de estas personas cuando su desvinculación suponga una afectación de su 
mínimo vital derivada del hecho de que su salario y eventual pensión son la fuente de 
su sustento económico. En efecto, la mera condición de prepensionado no es suficiente 
para ordenar el reintegro de un trabajador sino que es necesario evidenciar en el caso 
concreto que la desvinculación está poniendo en riesgo los derechos fundamentales del 
accionante, donde la edad del mismo es un indicador la falta de probabilidades de 
integrarse al mercado laboral que debe apreciarse junto con el hecho de que el salario 
sea la única fuente de ingresos de este o, en todo caso, que los ingresos por otros 
conceptos sean insuficientes para garantizar una vida en condiciones dignas ante la 
ausencia del primer. 
Existe dos elementos que en el fondo marcan la protección especial que acaece sobre 
la persona que se encuentra próxima a adquirir el estatus de pensionado; de una parte, como 
lo menciona la sentencia previamente citada, una persona con cercanía al cumplimiento de 
los requisitos para recibir una pensión, es una persona que con dificultad, en una situación 
de retiro, puede volver a insertarse en el circuito laboral para terminar su ciclo de vida 
productivo, lo cual en consecuencia, puede llevar a colocar en riesgo el mínimo vital, no 
solo de esa persona, sino de todas las personas que dependan de este ingreso, derivando de 
ello la especial protección que se debe dar a su situación. 
De otra parte, se encuentran las expectativas generadas frente a la realidad, que no 
son tanto meras expectativas sino expectativas previsibles y muy posibles (Barajas y 
Montes, 2001, pp. 101-103); en el entendido que es muy alta su posibilidad de llegar a 
cumplir con los requisitos de una pensión, aunque esto per se, no significa que todo 
trabajador que se encuentre próximo a ser pensionado se le deba conservar en su cargo, 
pues esta regla como ya se ha discutido, solamente se encuentra expresa para un grupo de 
trabajadores del sector público; empero, el Alto Tribunal, citando la Sentencia T-009 de 
2008, aclara lo siguiente: 
(…), tras elaborar un análisis sobre los regímenes de transición, la Corte ha concluido 
que los derechos adquiridos tienen protección constitucional, lo cual se ha extendido a 
las expectativas legítimas próximas. En efecto, en torno a las pensiones, diferencia lo 
que es un derecho adquirido, cuya característica es su inmutabilidad, y las meras 
expectativas; estas últimas, las ha clasificado en dos grupos: (i) las meras expectativas 
y (ii) las expectativas legítimas y previsibles de adquisición de un derecho, que gozan 
de un privilegio especial de la Constitución. Al respecto en sentencia T-009 de 2008 se 
indicó: 
“Los mecanismos de protección de las expectativas legítimas de adquisición de 
derechos sociales se fundan en el reconocimiento de la calidad de los aspirantes. En 
efecto, estos mecanismos protegen las esperanzas de personas que ingresaron a trabajar 
con anticipación considerable, que han cotizado al sistema por lo menos la mitad de su 
vida laboral y han cifrado parte de su futuro en un retiro próximo, con el anhelo de 
disfrutar del mismo hasta una edad probable promedio. No son, pues, las expectativas 
lejanas de quienes apenas se vinculan al mercado laboral, empiezan a cotizar al 
régimen de pensiones o guardan energías para diseñar su retiro en un futuro incierto. 
Aunque en este punto es evidente que es al legislador al que le corresponde determinar 
quiénes están más cerca o más lejos de adquirir el derecho a la pensión, también lo es 
que, una vez se establece la diferencia, los principios de proporcionalidad, 
razonabilidad e igualdad imponen un tratamiento más benigno para quienes más cerca 
están de pensionarse. De allí que se justifique que sus expectativas de adquisición sean 
protegidas con mayor rigor que las comunes, y que se les permita pensionarse de 
conformidad con el régimen al cual inicialmente se acogieron”. 
A la posición que quiere llegar la Corte, es la de reconocer que la protección de las 
expectativas próximas en materia pensional de otros trabajadores diferentes a los 
amparados en la Ley 790 de 2002, se configura en la medida que existan regímenes de 
transición, por medio de los cuales, se llega a la protección constitucional del trabajo y la 
estabilidad laboral de las personas, al amparo de lo consagrado en el artículo 25 de la 
Constitución, aunque al respecto se debe mencionar que pueden ser situaciones diferentes, 
en tanto una aplica frente a una modificación de la ley, y la otra de la situación laboral del 
trabajador (López y Olarte, 2006). 
En este orden de ideas, no se puede indicar que el régimen de transición pensional es 
el paragón del retén social aplicado a un grupo más extenso de trabajadores, toda vez, se 
insiste, que las relaciones jurídicas de análisis no son las mismas (Uprimny y Guarnizo, 
2008, p. 48). Ahora, la cuestión es sí se puede hablar de la aplicabilidad del retén social en 
una extensión que abarque un grupo poblacional más que el dimensionado en las 
condiciones previstas en la Ley 790 de 2002, a lo cual se responde que sí, sosteniendo dicha 
afirmación sobre la propia jurisprudencia constitucional que al respecto ha señalado que, 
existen casos en los que este tipo de conflictos lleva a que impere la aplicación del factor 
más favorable para el empleado. En Sentencia T-638, sobre la base de la Sentencia T-089 
de 2009, que estudia la regla de los tres años faltantes como máximo para la pensión, la 
Corte establece lo siguiente:  
“La interpretación más favorable para la garantía de los derechos fundamentales de 
seguridad social, de la fecha exacta a partir de la cual se calcula si a una persona le 
faltan menos de 3 años para pensionarse, es aquella que realiza el mencionado cálculo 
desde la desvinculación efectiva del trabajador(a). Esto, en razón a que dicha fecha en 
la mayoría de los casos es posterior a la de la expedición de la norma de ordena el 
inicio del proceso de liquidación”. 
En suma, el retén social, como uno de los mecanismos para proteger la estabilidad 
laboral reforzada, si bien se basa en la ley y la jurisprudencia constitucional, no es 
menos cierto que su origen se desprende de los principios relativos al derecho a la 
igualdad, a la seguridad social y dignidad, entre otros, consagrados en la Constitución 
Política. Es decir, se trata del reconocimiento de derechos fundamentales y, por lo 
mismo, debe cobijar a todos los ciudadanos en general. De otro lado es preciso señalar 
que, aunque la Ley 790 de 2002 institucionalizó la reestructuración y el retén social 
para la Rama Ejecutiva del nivel central, se ha venido aplicando a otros entes y a 
servidores de carrera, en provisionalidad y de libre nombramiento y remoción, en un 
término de 3 años. 
Al concluir que el retén social es un mecanismo que cobija a todos los ciudadanos en 
general, la Corte está institucionalizando este mecanismo como un derecho más de los 
trabajadores de Colombia, lo cual en cierto sentido desvirtúa la posición fijada por el 
Consejo de Estado, quien acotó a definir que el mismo es un mecanismo propio de la 
función pública, en la aplicación del caso concreto de los trabajadores cobijados por la Ley 
790 de 2002. El factor esencial que descansa entonces en la equiparación de la condición de 
pre-pensionado y la de retén social, es que ambos versan sobre los mismos fundamentos de 
protección constitucional (Calvo, 2014). 
Conforme al escenario planteado, el reconocimiento de los derechos de las personas 
próximas a adquirir el estatus pensional fluctúa entre la condición de pre-pensionado y la de 
retén social, sin embargo, para no entrar a desvariar en la aplicación de cada uno de los 
conceptos, este conflicto se puede condensar en que existe un derecho a una estabilidad 
laboral reforzada, para las personas próximas a pensionarse, el cual se formula, sobre la 
base de unas prerrogativas constitucionales como lo son el derecho al trabajo, a la 
seguridad social y al mínimo vital (Barona, 2010). 
En el siguiente aparte del documento, se profundiza en esta condición de estabilidad 
laboral reforzada que se les asigna a las personas próximas a pensionarse, lo cual debe dar 
finalmente soporte para el análisis final en el que se entra a discutir, si en los casos de las 
personas que se encuentran próximas a adquirir el estatus pensional, se puede establecer la 
existencia de este fuero de estabilidad laboral reforzada, por medio del cual por ejemplo se 
impida que las mismas sean despedidas de sus cargos, y de ser así, cuál sería el fundamento 
legal de este reconocimiento. 
3. El derecho a la estabilidad laboral reforzada de las personas próximas a adquirir el 
estatus pensional 
Se ha insistido sobre la situación de vulnerabilidad en la cual pueden entrar las personas 
próximas a ser pensionadas (Diazgranados y Garzón, 2015), que sean despedidas de sus 
puestos de trabajo, siendo sobre esta posible vulnerabilidad, que la Corte Constitucional se 
decanta por la configuración de una especial protección para el grupo de pre-pensionados. 
Como ya se ha traído a colación con la Sentencia T-638 de 2016, existe una condición de 
garantía constitucional para el reconocimiento de un derecho especial en la persona que se 
encuentra próxima a adquirir el estatus pensional, sobre la consideración de la vulneración 
en la que puede estar la persona. 
Este, resulta siendo un tema por demás novedoso en el derecho laboral, en la medida 
que no existe en la normatividad colombiana, una norma por la cual se pueda contemplar 
un fuero de protección laboral para las personas próximas a ser pensionadas, diferente a lo 
que sucede en el caso de otros fueros, como el maternal o el sindical, donde una amplia 
jurisprudencia respalda esta categoría jurídica (Ostau, 2017), sin embargo, por lo ya 
documentado sobre esta reciente jurisprudencia, se puede sugerir que de cierta manera este 
nuevo fuero se está configurando en el derecho laboral colombiano (Goyes e Hidalgo, 
2012, p. 170). 
Por el momento, este fenómeno se puede acotar a la situación de un derecho a la 
estabilidad laboral reforzada, de unos trabajadores específicos; si bien ya se establece una 
regla que se desprende de la Ley 790 de 2002, en lo que concierne al lapso de 3 años o 
menos para determinar que ya se hace parte del retén social, hay un elemento que refuerza 
la Corte Constitucional en Sentencia T-638 de 2016, referente a la posible situación de 
vulnerabilidad en la que puede quedar cualquier trabajador colombiano, al ser despedido 
cuando ya se encuentra próximo a adquirir el estatus pensional. 
Se puede, conforme a esta percepción de la jurisprudencia constitucional, ya no 
restringir dicha protección a los trabajadores del sector público para entidades en 
renovación institucional, sino hacer la misma extensiva a los trabajadores del sector 
privado, en la medida que se identifique que este se encuentre frente a una situación de 
vulnerabilidad por su despido; situación que se puede hacer evidente, en tanto se reconozca 
que su trabajo es la fuente principal de ingreso de su grupo familiar. En el particular del 
caso estudiado en Sentencia T-009 de 2008, la Corte identifica que: 
Si bien el accionante podría acudir a la jurisdicción ordinaria para debatir la legalidad 
de su despido, el proferimiento del fallo definitivo puede tomar un periodo muy 
prolongado, que haría que la situación de vulnerabilidad que atraviesan él y su familia 
se extendiera indefinidamente en el tiempo, pues él como único proveedor de recursos, 
por su avanzada edad, muy probablemente verá limitadas las posibilidades de 
conseguir un empleo para solventar los gastos de su hogar, hasta que la jurisdicción 
respectiva atienda de manera definitiva las pretensiones que reclama. 
Es evidente que los trabajadores del sector privado, se encuentran en una situación de 
desventaja frente a los trabajadores del sector público, quienes ven mejor delimitada la 
protección de sus derechos laborales en el caso de estar próximo a ser pensionado. Tanto en 
el caso anterior como en otras situaciones similares estudiadas por la vía de la acción de 
tutela por parte de la Corte Constitucional, se ha reiterado en la protección que debe cobijar 
al trabajador en dicha situación, sin embargo, estos fallos no han pasado de ser inter-partes; 
ahora, sobre esta doctrina, se ha ido levantando la que parece consolidar el fuero de 
protección especial para el pre-pensionado, el cual se configura en atención de la 
materialización de los derechos constitucionales de los administrados: 
(…) si bien para los trabajadores del sector privado no existe norma legal que 
determine la estabilidad laboral cuando son madres o padres cabezas de familia, 
discapacitados o pre-pensionados, son los valores y principios constitucionales los que 
deben aplicarse en eventos donde se observe la vulneración de derechos fundamentales 
como la seguridad social, el trabajo y la igualdad. (Corte Constitucional, Sentencia T-
009 de 2008) 
Conforme entonces a la posición que ha ido generando la Corte Constitucional 
respecto de este tema, se puede ir consolidando como se ha dicho, un fuero de especial 
protección constitucional, para las personas que se encuentran próximas a adquirir el 
estatus pensional, en un periodo inferior a 3 años. En efecto, se considera que esto 
comporta un avance importante en términos del reconocimiento de derechos, bien se podría 
considerar que la jurisprudencia, conforme a distintas prerrogativas constitucionales, 
institucionalice este fuero, más allá de la condición de la particularidad de vulnerabilidad de 
un trabajador, para que este se considere como un nuevo fuero laboral en el derecho laboral 
colombiano. 
Como se ha señalado, lo más próximo a esta situación, es la estabilidad laboral 
reforzada que de manera particular se le asigna a un trabajador en Colombia, sobre la base 
de que este se encuentre en el marco de las leyes que regulan la renovación institucional de 
las entidades públicas, o que sea evidente su vulnerabilidad (Diazgranados, 2017), por lo 
cual se insiste, en la necesidad de consolidar un fuero laboral en la materia; para esto, se 
cree que es necesario, extender el comentado retén social del sector público, al sector 
privado cuyo ejercicio ya se ha venido haciendo en la jurisprudencia constitucional.  
3.1. La estabilidad laboral reforzada de las personas próximas a adquirir el estatus de 
pensionados, más allá de las reglas del retén social 
Como se ha indicado, existe no solo institucionalizado por la norma sino también, por la 
jurisprudencia del Consejo de Estado, en reiteración igual por la Corte Constitucional, el 
reconocimiento del retén social como mecanismo propenso a la protección del servidor 
público próximo a estar pensionado, que se enfrenta a una situación de renovación de las 
distintas entidades estatales, sobre la base de la aplicación unas reglas, configurando de esta 
manera la especial protección constitucional que se reconoce a este grupo de trabajadores; 
siendo ello punto de partida para considerar una estabilidad laboral reforzada, que pueda 
llegar a la categoría de fuero laboral, como sucede con otras tipos de grupos poblaciones 
con fuero laboral (Valero, 2016). 
Sin embargo, una de las reflexiones centrales del actual documento, descansa en la 
consideración respecto a que, esta protección especial constitucional, no solo le debe 
corresponder a este grupo específico de trabajadores, sino a cualquier trabajador del sector 
público y privado, justificando dicha acepción, en la posición que al respecto ha sentado la 
Corte Constitucional, quien no duda en identificar esta protección, como una garantía que 
va más allá de lo que el legislador a dicho al respecto, toda vez que, la misma se soporta en 
una serie de derechos fundamentales, enunciados a su vez por el Alto Tribunal 
Constitucional, al afirmar que: 
El fundamento del reconocimiento de la estabilidad laboral reforzada de los 
prepensionados no es un asunto que dependa de un mandato legislativo particular y 
concreto, sino que tiene raigambre constitucional. Esto debido a que dicha estabilidad 
opera como instrumento para la satisfacción de los derechos fundamentales de estos 
grupos poblacionales, que se verían gravemente interferidos por el retiro del empleo 
público.  Por ende, la Corte desestima lo expresado por los jueces de instancia, en el 
sentido de confundir la estabilidad laboral reforzada de los prepensionados con la 
figura del retén social, para concluir erróneamente que la mencionada estabilidad solo 
es aplicable en los casos que el retiro del cargo se sustenta en su supresión ante la 
liquidación de la entidad y en el marco de los procesos de restructuración de la 
Administración Pública. 
En contrario, el retén social es apenas una especie de mecanismo, dentro de los 
múltiples que pueden considerarse para garantizar los derechos fundamentales 
concernidos por la permanencia en el empleo público de los servidores próximos a 
pensionarse.  En otras palabras, el fundamento de la estabilidad laboral de los 
prepensionados tiene origen constitucional y, por ende, resulta aplicable en cada uno 
de los escenarios en que entren en tensión los derechos al mínimo vital y la igualdad, 
frente a la aplicación de herramientas jurídicas que lleven al retiro del cargo. (Corte 
Constitucional, Sentencia T-186 de 2013) 
En el desarrollo de esta posición jurisprudencial, la Corte Constitucional ha acudido a 
identificar que el reconocimiento de una especial protección constitucional, tiene 
fundamento constitucional en lo dispuesto en los artículos 13, 42, 43, 44, 48 y 53 (Corte 
Constitucional, Sentencia T-326 de 2014), concluyendo al respecto que; “el desarrollo del 
derecho fundamental a la igualdad permite afirmar que la estabilidad laboral debe cobijar y 
debe predicarse no sólo de los trabajadores que pertenezcan al sector público, sino también 
aquellos que  pertenezcan al sector privado” (Corte Constitucional, Sentencia T-229 de 
2017). 
Desde esta perspectiva constitucional, y más allá de lo dispuesto para el caso de los 
trabajadores de entidades públicas, y la aplicación sobre estos de la figura del retén social 
para derivar de esta manera una estabilidad laboral reforzada, la reiterada jurisprudencia 
constitucional conduce a señalar que, esta estabilidad laboral reforzada no se encuentra 
solamente puesta sobre los casos de trabajadores afectados por la renovación institucional 
del Estado, sino por todo trabajador sea del sector público o privado, aunque, para el caso 
de este último, medie una condición de vulnerabilidad, como lo reitera la Corte, en 
Sentencia T-357 de 2016: 
(…) la condición de prepensionado, como sujeto de especial protección, no necesita 
que la persona que alega pertenecer a dicho grupo poblacional se encuentre en el 
supuesto de hecho propio de la liquidación de una entidad estatal y cobija incluso a los 
trabajadores del sector privado que se encuentren próximos a cumplir los requisitos 
para acceder a una pensión por lo que puede decirse que tiene la condición de 
prepensionable toda persona con contrato de trabajo que le falten tres (3) o menos años 
para reunir los requisitos de edad y tiempo de servicio o semanas de cotización para 
obtener el disfrute de la pensión de jubilación o vejez. 
En todo caso, a pesar de haberse superado el contexto de la renovación de la 
administración pública como requisito para ser considerado sujeto de especial 
protección constitucional en el caso de los prepensionados, la Corte ha protegido los 
derechos de estas personas cuando su desvinculación suponga una afectación de su 
mínimo vital derivada del hecho de que su salario y eventual pensión son la fuente de 
su sustento económico. En efecto, la mera condición de prepensionado no es suficiente 
para ordenar el reintegro de un trabajador sino que es necesario evidenciar en el caso 
concreto que la desvinculación está poniendo en riesgo los derechos fundamentales del 
accionante, donde la edad del mismo es un indicador de la falta de probabilidades de 
integrarse al mercado laboral que debe apreciarse junto con el hecho de que el salario 
sea la única fuente de ingresos de este o, en todo caso, que los ingresos por otros 
conceptos sean insuficientes para garantizar una vida en condiciones dignas ante la 
ausencia del primero. 
Como se ha insistido en el actual documento, resulta evidente que la Corte 
Constitucional ha salido avante en la consecución de una protección constitucional de las 
personas próximas a adquirir el estatus pensional, no obstante, la reflexión final que al 
respecto queda, es que la Corte no debería limitar la extensión de este fuero en el sector 
privado al exclusivo caso de la vulneración material del mínimo vital de la persona, sino de 
manera generalizada extender el fuero a todo trabajador, público o privado, que se 
encuentre en una condición de en por lo máximo 3 años, adquirir el estatus de pensionado. 
El fundamento de lo anterior, es que en los casos de renovación  institucional del 
Estado, para entrar en el tránsito del retén social que posibilita la noma, no se requiere que 
el trabajador se encuentre ante una posible o inminente condición de vulnerabilidad por la 
desvinculación laboral; en este sentido, un trabajador del sector público, con una 
comodidad económica que lo respalde ante un eventual despido, tiene una ventaja sobre el 
trabajador privado en situación similar, lo cual entraría en contradicción con los preceptos 
amparados en los artículos 13 y 53 de la Constitución. 
Lo otro, es que una generalización de la norma, llevaría a que no sea en todos los 
casos necesaria la acción de tutela, para reafirmar la estabilidad laboral reforzada, 
beneficiando en este sentido a la generalidad de los trabajadores en Colombia, quienes 
encontrarían en este respaldo jurídico, la garantía para finalizar de manera afortunada su 
ciclo productivo. En suma, se considera que este debería ser una aproximación que debería 
estudiar el Alto Tribunal, en atención como se plantea, a la institucionalización de un fuero 
laboral para las personas pre-pensionadas. 
Conclusiones 
La lectura hecha sobre la situación jurídica a la que se expone la generalidad de personas 
insertas en la condición de pre-pensionados, en el marco de las disposiciones normativas 
generadas tanto para los trabajadores del sector público como del sector privado, conducen 
a identificar en la actualidad una serie de panorama diferenciados, con ventaja para el 
trabajador vinculado al sector público. Aunque esta condición de diferencia es la que ha 
querido reducir la jurisprudencia constitucional para dar garantía de los preceptos 13 y 53 
de la norma Superior, conforme a la actualidad se identifica que aún puede haber algo qué 
mejorar. 
Un elemento de ruptura conceptual para el análisis de ambas situaciones, descansó en 
la consideración sobre la figura del retén social, como mecanismo puesto para el caso de los 
trabajadores del sector público próximos a adquirir el estatus pensional, en atención a la 
garantía por medio de la cual se busca que estos no sean desvinculados. Desde allí, la Corte 
Constitucional ha buscado comprender progresivamente esta condición, con el fin de dotar 
a los trabajadores del sector privado, de una igual protección, aunque una restricción 
adicional, la cual opera sobre la consideración de la condición de vulnerabilidad a la que se 
expone un trabajador que sea despedido. 
La condición general prevista para ambos casos, es que el trabajador se encuentre a 3 
años o menos, de adquirir el estatus pensional, siendo allí donde se comienza a configurar 
la protección especial constitucional, la cual diferente a los casos de renovación 
institucional puesto para los trabajadores del sector público, en el caso de los trabajadores 
del sector privado la misma se extiende, en la medida que se identifique una condición de 
vulneración por parte de la persona apartada de su cargo, conforme a la afección del 
mínimo vital y seguridad social. 
Al respecto se planteó que, resulta más restrictiva la protección sobre el trabajador del 
sector privado que del público, elemento sobre el cual se hace la observación, en la medida 
que esta restricción impone más barreras para que el pre-pensionado en el sector privado, 
pueda tener una garantía para finalizar su ciclo productivo, siendo por ello que, sobre la 
base de la institucionalización de la figura a través de lo que se identificó como retén social, 
se propone la existencia e institucionalización de un fuero laboral para las personas pre-
pensionadas, indistintamente que este trabaje en una entidad pública sujeta a la renovación 
institucional, o en el sector privado. 
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